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EL ACUERDO DE UNIÓN CIVIL: LA RESPUESTA LEGAL PARA 
LAS UNIONES DE HECHO EN CHILE

Susan Turner Saelzer1

 

Resumen
En este trabajo se aborda el Acuerdo de Unión Civil (en adelante, “AUC”) 
creado por la Ley N° 20.830 con fecha 21 de abril de 2015. En la primera parte, 
se describe el estatuto legal del AUC en cuanto a su constitución, validez, for-
ma de celebración, efectos, terminación y competencia sobre las contiendas 
que suscite, haciendo la comparación con la regla matrimonial que corres-
ponda. En la segunda parte, y luego de presentar la manera en que el matri-
monio y las uniones de hecho han coexistido en el ordenamiento nacional, se 
analizan tres aspectos en que puede verificarse la coherencia interna y externa 
del AUC: sus destinatarios, su constitución y prueba, y su régimen de bienes.

Introducción
Hasta el 21 de abril de 2015, Chile formaba parte del reducido grupo de países 
latinoamericanos que carecían de un estatuto legal para las uniones de he-
cho, es decir, para aquellas parejas que manteniendo una relación de carácter 
afectivo sexual como si fueran cónyuges, no estaban, sin embargo, unidas 
por vínculo jurídico alguno. Ese día de abril fue publicada la ley que crea el 
Acuerdo de Unión Civil2.

Esta figura se presentó, ante la opinión pública, como una “iniciativa que 
crea un nuevo estado civil, y que busca proteger el patrimonio e intereses de 

1	 Licenciada en Ciencias Jurídicas y Sociales, Universidad de Chile. Abogada. Doctora en Derecho, Uni-
versidad de Göttingen, Alemania. Profesora de Derecho Civil, Universidad Austral de Chile.

2 	 Ley N° 20.830 “Crea el Acuerdo de Unión Civil”, promulgada con fecha 13 de abril de 2015 y cuya 
vigencia se difiere al 22 de octubre de 2015.
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los convivientes y de sus hijos”, según señalaba la página de noticias de la 
Cámara de Diputados3; y como una ley cuyo propósito es “terminar con la 
discriminación y la desprotección jurídica de parejas que viven juntas”, como 
informó el sitio web oficial del Gobierno4. Por su parte, los dirigentes del 
MOVILH5 consideraron la medida como “un paso histórico para la igualdad 
de derechos”.

Como es característico en las reformas legales en derecho de familia, la 
creación de la figura legal del AUC supuso un arduo debate entre posiciones 
ideológicas encontradas. No sólo existieron discrepancias en cuanto al conte-
nido de la nueva institución, sino que también fue cuestionada la necesidad 
misma de que el legislador nacional interviniese, dictando un estatuto general 
para las convivencias extramatrimoniales.

La irrupción del AUC plantea un nuevo escenario para el derecho de fami-
lia chileno: entre las parejas que deciden unirse a través del vínculo jurídico 
del matrimonio y aquellas que se mantienen ajenas a toda regulación, aparece 
una tercera posibilidad: personas que someten su relación afectiva al derecho, 
pero bajo un régimen distinto al matrimonial. Ellas se regirán por el estatuto 
legal del AUC, ya sea porque no quieren o no pueden contraer matrimonio.

A continuación, abordaré el estatuto legal del AUC desde dos perspectivas: 
en la primera parte (1.), intentaré describirlo en sus rasgos fundamentales, 
presentando el resultado del debate, sin ninguna pretensión de comprender 
todas y cada una de las normas que componen la ley. El contrapunto estará 
dado por las reglas del matrimonio que regulan similares materias. En la se-
gunda parte (2.), analizaré algunos problemas puntuales en que el legislador 
tuvo que tomar partido y que le exigieron definirse, durante el debate parla-
mentario, frente a posturas encontradas. La idea, entonces, es que a partir de 
la configuración legal del AUC, descrita en la primera parte, se vislumbren, 
en la segunda, algunos puntos controversiales: el relativo a la coexistencia de 
la nueva ley con el matrimonio (2.1.), a los destinatarios del AUC (2.2.), a su 
constitución y prueba (2.3.) y a su régimen de bienes (2.4.).

3	 Camara.cl, Congreso aprueba Acuerdo de Unión Civil, 28 de enero de 2015.

4	 Gob.cl, Acuerdo de Unión Civil: Los nuevos beneficios para convivientes, 30 de enero de 2015.

5	 Movilh.cl, Histórico: la unión civil ya es ley en Chile, 29 de enero de 2015.
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1. El estatuto legal del AUC6

El AUC constituye el resultado final de la fusión de dos figuras propuestas en 
distintos proyectos de ley: el Acuerdo de Vida en Común (AVC) y el Acuerdo 
de Vida en Pareja (AVP)7. Estas dos iniciativas legales fueron precedidas por 
una serie de intentos –más de una decena, con mayor o menor pretensión de 
amplitud– por regular las convivencias extramatrimoniales.

Su propio nombre, “Acuerdo de Unión Civil”, surgió poco antes de la 
aprobación por parte del Congreso, como propuesta intermedia de la comi-
sión mixta entre “AVP” –propuesta del Senado– y “PUC”, propuesta de la 
Cámara8. 

1.1. La constitución del AUC
El AUC se define como el “contrato celebrado entre dos personas que com-
parten un hogar, con el propósito de regular los efectos jurídicos derivados 
de su vida afectiva en común, de carácter estable y permanente” (artículo 1 
inciso 1°).

Se trata, por lo tanto, de una convención generadora de obligaciones que 
debe cumplir con requisitos formales para su nacimiento y en que sus partes 
están legalmente determinadas. Los requisitos de forma que debe cumplir  
determinan que se debe tratar de un contrato solemne, es decir, debe celebrar-
se ante un oficial del Registro Civil. En cuanto a las partes que lo celebran –los 
“convivientes civiles”– existe la limitación de que cada una debe estar consti-
tuida por una sola persona, cualquiera sea su sexo. Por consiguiente, el AUC 
sólo puede existir entre dos personas, sean ellas un hombre y una mujer, dos 
mujeres o dos hombres.

6	 En lo que sigue, las referencias a artículos se entienden hechas a la ley N° 20.830, a menos que a con-
tinuación del número se aluda a la Ley de Matrimonio Civil N° 19.947 como “LMC” o al Código Civil 
chileno como “CC”.

7	 El AVC surgió de la moción presentada por el Senador Allamand, el 29 de junio de 2010 (Boletín 7011-
07). Por su parte, el AVP provino del mensaje enviado por el Presidente Piñera, el 8 de agosto de 2011 
(Boletín 7873-07). Ambos boletines se refundieron para continuar con su tramitación el 2 de enero de 
2013.

8	 Historia de la Ley 20.830, documento de la Biblioteca del Congreso Nacional, pp. 914-915.
	 De acuerdo con antecedentes de prensa, habría sido el propio rector de la Pontificia Universidad Católi-

ca de Chile quien solicitó el cambio de nombre, fundándose en la asociación de la sigla “PUC” a dicha 
casa de estudios. Biobiochile.cl, Nuevamente cambian el nombre al PUC: Ahora se llamará Acuerdo 
de Unión Civil, 27 de enero de 2015.

	 El antecedente inmediato de la denominación “PUC” se encuentra en el proyecto de ley elaborado por 
los profesores Carlos Pizarro Wilson y Mauricio Tapia Rodríguez, que ingresó al Congreso el 27 de 
octubre de 2009 (Boletín N° 6735-07).
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El objeto del contrato, aquello sobre lo que versa, está dado por el conjunto 
de derechos y obligaciones que genera, tanto de carácter patrimonial como 
extrapatrimonial.

Su causa, en el sentido de aquello que motiva a la celebración del contrato, 
es regular los efectos jurídicos derivados de la vida afectiva en común.

En consecuencia, el AUC comparte con el matrimonio la calificación ju-
rídica de contrato y su carácter solemne (artículo 102 CC: “El matrimonio es 
un contrato solemne […]”), además de que se celebra sólo entre dos personas. 
Difiere, en cambio, en que no exige diversidad de sexo (el matrimonio es “[...] 
entre un hombre y una mujer [...]”), en que no alude a su duración (en el 
matrimonio los cónyuges “[...] se unen actual e indisolublemente y por toda 
la vida [...]”), y en que no especifica las finalidades de la convivencia (las del 
matrimonio son “[...] vivir juntos, procrear y auxiliarse mutuamente).

1.2. La validez del AUC
La validez del AUC depende del cumplimiento de ciertos requisitos:

a.	 Consentimiento libre y espontáneo de los contrayentes (artículo 8 
inciso 1°). Falta este requisito cuando exista error en la identidad de 
la persona del otro contrayente o fuerza, en los términos de los artí-
culos 1456 y 1457 CC.

b.	 Capacidad de los contrayentes (artículos 7 y 9). Las partes deben ser 
mayores de edad y tener la libre administración de sus bienes, con 
excepción de los disipadores sujetos a interdicción. Además, no de-
ben afectarles incapacidades de parentesco (ser entre sí ascendien-
tes o descendientes por consanguinidad o afinidad, o colaterales por 
consanguinidad en el segundo grado) o de estado civil (tener un vín-
culo matrimonial no disuelto o un AUC vigente).

c.	 Presencia del oficial de Registro Civil. Si bien este requisito no está 
elevado explícitamente a la condición de solemnidad del AUC, debe 
entendérsele como un requisito de existencia, tal como ocurre en el 
matrimonio.

Por consiguiente, el AUC celebrado con error o fuerza o en que alguna 
de las partes sufra alguna de las incapacidades mencionadas, será nulo (ar-
tículo 26, letra f, inciso 2°). Si se celebra sin la presencia de un oficial de 
Registro Civil, será inexistente y en nuestro derecho, por consiguiente, nulo 
por completo.
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Confrontado el régimen de validez del AUC con el del matrimonio, se 
pueden apreciar algunas diferencias. Sobre los vicios del consentimiento, 
llama la atención que no se haya considerado el error en las cualidades per-
sonales, lo que hubiese resultado determinante para otorgar el consenti-
miento, atendida la naturaleza y fines de la unión (artículo 8 N°2 LMC). En 
este aspecto, sólo se consagra el error en la identidad física de la otra parte. 
Por otro lado, la adopción de las reglas generales de capacidad patrimonial, 
abandonando la excepción del derecho matrimonial de fijar la capacidad en 
los 16 años (artículo 5 N°2 LMC), reafirma el carácter contractual del AUC. 
En el mismo sentido debiera interpretarse el hecho de que no se hayan con-
templado para el AUC las incapacidades tomadas por la LMC del año 2004, 
desde el derecho canónico, relativas a las facultades mentales y madurez de 
los contrayentes en consideración al matrimonio (artículo 5 N° 3 y 4 LMC).

Tanto la LMC como la AUC tienen en común la consagración de ciertas 
incapacidades especiales, con efectos absolutos o relativos –denominados 
“impedimentos impedientes” en el derecho del matrimonio– como el de es-
tar alguno de los contrayentes casado con un tercero o el del parentesco en-
tre los contrayentes, situaciones que provocan  la nulidad del acto. También 
existen ciertas prohibiciones cuyo incumplimiento no acarrea la nulidad del 
acto celebrado (artículos 10 y 11).

1.3. La celebración del AUC
El AUC se celebra en Chile ante cualquier oficial del Registro Civil e Identifi-
cación, en su oficina o en otro lugar dentro de su jurisdicción. En el acto, los 
contrayentes declararán, bajo juramento o promesa, no encontrarse ligados 
por vínculo matrimonial no disuelto o un AUC vigente (artículo 5). Además, 
en ese acto deberán los contrayentes declarar expresamente que adoptan el 
régimen de comunidad de bienes si así lo desearan (artículo 15).

El oficial deberá levantar acta de todo lo obrado, con su firma y la de los 
contrayentes, la que se inscribirá en un registro especial que tendrá el Servicio 
de Registro Civil e Identificación (artículo 6).

Los acuerdos de uniones civiles o contratos equivalentes no constitutivos 
de matrimonio, celebrados en el extranjero, se regirán tanto en sus requisitos 
de forma y fondo por la ley del país en que se hayan celebrado, sin perjuicio 
de la eventual nulidad que pueda afectarles en Chile por incumplimiento de 
los requisitos de validez del AUC. Deberán inscribirse en el Registro aludido 
para que generen sus efectos (también el pacto de comunidad de bienes, si 
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lo hubiera) y las sentencias extranjeras recaídas en ellos serán reconocidas en 
nuestro país, según las reglas generales (artículo 12).

Una primera mirada general nos permite constatar que el AUC está reves-
tido de menos formalidades que el matrimonio. En principio, la ritualidad de 
la celebración es más simple, si bien en la práctica esta característica podría 
cambiar si es que el reglamento respectivo (aludido en el artículo 48) intro-
duce –como suele ocurrir– más trámites de los contemplados por la ley. No 
existen en el AUC las formalidades previas a su celebración (manifestación, 
información y cursos de preparación), no está considerada tampoco la solem-
nidad coetánea al matrimonio, consistente en la presencia de dos testigos 
hábiles. Solo las formalidades posteriores (levantamiento del acta por el oficial 
e inscripción) son comunes.

Si bien ambos rituales requieren la presencia del oficial del Registro Civil, 
en calidad de representante del poder estatal, el rol del funcionario es distin-
to en cada caso. Mientras en el matrimonio el funcionario es el que, previa 
respuesta afirmativa de los contrayentes en el sentido de querer recibirse el 
uno al otro como marido y mujer, “los declarará casados en nombre de la ley” 
(artículo 18 LMC); en el AUC el oficial se limita a estar presente, a levantar el 
acta respectiva y a certificar en el Registro el cumplimiento de los requisitos 
legales. Es decir, actúa como mero ministro de fe.

Respecto del AUC, el legislador prevé una sola modalidad de celebración, 
a diferencia de lo que ocurre en el matrimonio que puede realizarse íntegra-
mente en fase civil o sumarle el rito religioso, según el artículo 20 LMC.

En cuanto al reconocimiento de pactos similares al AUC celebrados válida-
mente en el extranjero, la solución adoptada es similar a la del estatuto matri-
monial. Eso sí, se destaca la regla N°6 del artículo 12 inciso 2° que indica: “Los 
matrimonios celebrados por personas del mismo sexo en el extranjero serán 
reconocidos en Chile como acuerdo de unión civil si cumplen con las reglas 
establecidas en esta ley y sus efectos serán los mismos de este acuerdo”. Tal 
como se explicará más adelante, existe en esta regla una intención manifiesta 
de resguardo del matrimonio heterosexual chileno a través de una “recalifi-
cación” del acto celebrado válidamente en el extranjero por dos personas del 
mismo sexo.

1.4. Efectos del AUC
Celebrado un AUC válido, este acto genera un conjunto de derechos y obli-
gaciones. Dichos efectos están fuera del ámbito de disposición de las partes 
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pues el AUC no puede sujetarse a modalidad o gravamen, ni prometerse su 
celebración (artículo 3).

En el ámbito extrapatrimonial, el AUC confiere a sus partes el estado civil 
de “conviviente civil” (artículo 1 inciso 2°); que genera parentesco por afinidad 
entre un conviviente civil y los consanguíneos del otro (artículo 4) y que crea 
el deber de ayuda mutua entre los convivientes civiles (artículo 14). En cuanto 
a la filiación, la presunción de paternidad contemplada para el marido en el 
artículo 184 del Código Civil, se hace aplicable a los hijos de convivientes civi-
les de distinto sexo (artículo 21) y el conviviente civil se considerará, especial-
mente, en caso de que, por inhabilidad de ambos padres el juez deba entregar 
el cuidado personal del hijo a un tercero (artículo 226 inciso 2° CC).

En el ámbito patrimonial, el AUC genera la obligación para los convivien-
tes civiles de solventar los gastos generados por su vida en común, de confor-
midad a sus facultades económicas y al régimen patrimonial que exista entre 
ellos (artículo 14). Además, confiere –o más precisamente, reafirma– la legi-
timación activa al conviviente civil para ejercer las acciones indemnizatorias 
ante el hecho ilícito de un tercero que causó la muerte del otro conviviente o 
la imposibilidad de ejercer por sí mismo estas acciones, así como otras de la 
misma naturaleza (artículo 20).

Dentro del campo patrimonial, y en lo que constituiría el régimen de bienes 
del AUC, los convivientes civiles conservan la propiedad, goce y administra-
ción de los bienes anteriores a la celebración del contrato y de los que adquie-
ran durante la vigencia de éste. Sin embargo, pueden pactar expresamente, en 
el acto de celebración del AUC, una comunidad de bienes que comprende los 
bienes muebles e inmuebles adquiridos a título oneroso durante la vigencia 
del AUC, con excepción de los bienes muebles de uso personal necesarios del 
conviviente que los ha adquirido. Los convivientes que hubieren pactado esta 
comunidad podrán sustituirla por la separación de bienes, mediante escritu-
ra pública que debe subinscribirse para producir sus efectos. Además, tiene 
aplicación la institución del bien familiar, aunque los convivientes tengan o 
no comunidad de bienes (artículo 15).

En el caso de que el AUC se disuelva, se producen dos efectos patrimo-
niales relevantes: por una parte, el conviviente civil que se dedicó al trabajo 
doméstico, durante la vigencia del AUC, puede pedir una compensación por 
el menoscabo económico sufrido por esta causa, la que se regirá por las nor-
mas de los artículos 62 a 66 LMC, salvo en lo que se refiere al plazo de pres-
cripción de la acción, en la circunstancia de que el AUC termine por voluntad 
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unilateral de uno de los convivientes (artículo 27). Por otra, el conviviente civil 
sobreviviente tiene derechos hereditarios tanto como heredero ab intestato, 
como asignatario forzoso de legítima y mejoras (artículo 16) y como adjudica-
tario preferente del inmueble familiar (artículo 19).

En general, se extienden de pleno derecho a los convivientes civiles todas 
las inhabilidades, incompatibilidades y prohibiciones que las leyes y regla-
mentos establecen para los cónyuges (artículo 23) y las normas jurídicas que 
con cualquier expresión hagan alusión a los convivientes, deberán entenderse 
como aplicables (artículo 24).

El conjunto de derechos y obligaciones que genera el AUC es bastante 
similar al que emana del matrimonio. Ya sea a través de una norma expresa 
que hace aplicable el derecho matrimonial o bien a través de una norma que 
repite una ya existente en el derecho matrimonial, el AUC replica el estatuto 
protector que ha caracterizado al matrimonio, salvo en algunos aspectos: los 
efectos personales, los alimentos y el régimen patrimonial.

En relación con los efectos personales, el AUC se inclina por consagrar 
un deber genérico, “de ayuda mutua”, en vez de optar por la descripción 
específica de derechos y deberes del matrimonio (deber de fidelidad, de so-
corro, etc.). En principio esto es favorable para que cada pareja le dé un 
contenido propio al deber genérico de manera autónoma. Respecto al deber 
de alimentos, esta obligación no le es reconocida a los convivientes civiles. 
Dado que el catálogo de titulares del derecho de alimentos contenido en el 
Código Civil no se ha ampliado, debemos entender que, mientras subsista 
el AUC, existirá únicamente la obligación de contribuir a los gastos del ho-
gar común.

El AUC difiere del matrimonio en cuanto al régimen patrimonial aplicable 
a las partes de manera supletoria. Si en el matrimonio la regla supletoria al 
pacto de los contrayentes es la sociedad conyugal, en el AUC lo es la separa-
ción total de bienes.

1.5. La terminación del AUC
El efecto general que produce la concurrencia de alguna causal de termina-
ción del AUC es la extinción de todas las obligaciones y derechos, cuya titu-
laridad y ejercicio deriven de la vigencia del contrato (artículo 28). Dichas 
causales están descritas de manera taxativa en el artículo 26:

a.	 Muerte real o presunta de alguno de los convivientes civiles;
b.	 Matrimonio de los convivientes civiles entre sí;
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c.	 Mutuo acuerdo de los convivientes civiles;
d.	 Voluntad unilateral de alguno de los convivientes civiles; y
e.	 Nulidad del AUC.

En lo que dice relación con el término del AUC, las semejanzas con el ré-
gimen matrimonial son evidentes. Tanto la muerte como la nulidad están pre-
vistas expresamente en dicha institución. En cuanto al acuerdo de las partes 
y la voluntad unilateral de una de ellas, el AUC no hace otra cosa que aplicar 
las reglas generales del contrato, reconociendo el mutuo disenso y la facultad 
de revocar propia de los contratos intuito personae. Ellas son causa suficiente 
para la terminación, no requiriendo de una sentencia judicial que la declare, a 
diferencia de lo que ocurre con el divorcio, en el que su efecto extintivo emana 
de la sentencia que lo decreta y no de la voluntad –unilateral o bilateral– que 
supone el ejercicio de la acción respectiva.

La extinción general de las obligaciones y derechos derivados de la exis-
tencia del AUC, una vez que el Acuerdo ha terminado por alguna causa legal, 
encuentra también su correlato en el artículo 59 LMC referido al divorcio.

En el AUC no se regula la separación de hecho ni se contempla la sepa-
ración judicial, como respuestas intermedias frente al quiebre de la convi-
vencia.

1.6. Competencia sobre las cuestiones que surjan del AUC
La competencia para conocer de las controversias que nazcan de un AUC y 
que se promuevan entre convivientes civiles, corresponde a los Tribunales de 
Familia, sin perjuicio de que la liquidación de la comunidad de bienes, en su 
caso, pueda hacerse de común acuerdo o por un juez partidor (artículo 22).En 
la disyuntiva de entregarle competencia a los tribunales civiles o a los de Fa-
milia, el legislador optó por la especialidad de estos últimos, confirmando que 
el AUC si bien genera efectos patrimoniales trascendentales para sus partes, 
tiene una dimensión familiar que lo hace distinto al común de los contratos.

2. Análisis de ciertos aspectos controvertidos del AUC

Abordar la tarea de regular las uniones de hecho no matrimoniales supone 
para el legislador resolver algunas cuestiones específicas que, en mi opinión, 
dependen a su vez de una más general: determinar cuál es, o cuál debería ser 
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la relación entre la unión de hecho y el matrimonio9. Bien definido este pun-
to, podrá evaluarse la coherencia del estatuto legal resultante, tanto desde un 
punto de vista interno (entre sus propias normas) como externo (en relación 
con el ordenamiento jurídico en general). Entonces ¿es coherente en estos 
sentidos el AUC?

A continuación, y luego de presentar la forma en que ambas figuras han 
coexistido en el ordenamiento nacional, se analizarán tres aspectos en que 
puede verificarse la coherencia interna y externa del AUC: sus destinatarios, 
su constitución y prueba, y su régimen de bienes.

2.1 Coexistencia del matrimonio con el AUC
Hasta ahora, el problema de coexistencia entre matrimonio y unión de hecho 
no matrimonial no se había presentado. Y ello no solo porque Chile carecía de 
una ley regulatoria integral referida a estas últimas, sino porque la solución 
jurisprudencial creada para ellas había mantenido ambas figuras en campos 
separados. Mientras el matrimonio constituye una de las instituciones más 
importantes del derecho de familia, el régimen aplicable a las uniones de he-
cho creado por la jurisprudencia, las aborda como una comunidad típica del 
derecho de obligaciones. Según la jurisprudencia, las uniones de hecho están 
en el ámbito patrimonial-obligacional, en que lo principal es encontrar una 
causa jurídicamente relevante para la necesidad de repartir bienes comunes, 
pues la unión afectiva en sí misma no es capaz de generar obligaciones patri-
moniales y extrapatrimoniales10.

Así, enfrentados los tribunales a la ausencia de un régimen legal especial 
aplicable a los problemas patrimoniales suscitados a raíz de la terminación 
de la unión de hecho, aplicaron los principios generales del derecho de las 
obligaciones. Conscientes de que su labor no es sustituir al legislador y por 
consiguiente, valiéndose de las normas jurídicas que le eran útiles, a través 
de un razonamiento íntegramente “obligacional”, los tribunales nacionales se 
preguntaron acerca de la causa generadora de alguna obligación jurídica entre 
los miembros de la unión o entre uno de ellos y los herederos del difunto, 

9	 Ilustrativa respecto de este punto es la sentencia del Tribunal Constitucional alemán, del  17 de julio de 
2002, que debió pronunciarse sobre la constitucionalidad de la Ley sobre Parejas de Hecho Registra-
das. Considerando la protección expresa que la Constitución de ese país da al matrimonio y el que se 
trataba de una ley dirigida únicamente a parejas homosexuales, el tribunal se inclinó por la validez del 
régimen legal impugnado.

10	 Un estudio acabado del régimen jurisprudencial aplicable a las uniones de hecho puede encontrarse 
en Barrientos, Javier, De las uniones de hecho. Legislación, doctrina y jurisprudencia, (LegalPublishing), 
2009.
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concluyendo que la unión de hecho por sí misma no constituye fuente de obli-
gación jurídica alguna entre sus integrantes. En otras palabras, la unión de 
hecho como tal, es irrelevante para el derecho. Dado que ella no genera obli-
gaciones jurídicas entre sus partes resulta necesario, entonces, ubicar otras 
causas concretas para producir esas obligaciones, surgiendo, entonces, la co-
munidad no convencional, la sociedad de hecho y la prestación de servicios 
no remunerados, como categorías útiles para lograr aquello que la unión de 
hecho, por su naturaleza, no puede producir: la repartición de las utilidades 
patrimoniales adquiridas durante la vida en común.

A partir de la negativa de la jurisprudencia a considerar a la unión de he-
cho como un fenómeno jurídicamente relevante por sí mismo, puede extraer-
se una consecuencia crucial para nuestro análisis: el estatuto creado por la ju-
risprudencia implicó una separación tajante de las uniones de hecho respecto 
de su figura más cercana, el matrimonio.

Pero la entrada en vigencia del AUC cambia el escenario descrito.
A mi juicio, una legislación sobre uniones de hecho no podía desconocer 

que dichas uniones representan una comunidad fundada en la convivencia 
afectiva y sexual y, como tal, que su campo natural es el derecho de familia. 
Allí situada, esa unión necesariamente convive con el matrimonio, relación 
que será pacífica en la medida en que ciertos límites estén claramente esta-
blecidos y se fortalezca la singularidad de cada institución. De esa manera la 
unión de hecho no será un mero “matrimonio de segunda” ni tampoco, un 
matrimonio disfrazado con otro nombre.

¿Cómo perfila el AUC su frontera con el matrimonio?
Me parece que el legislador acierta al insertar al AUC en el derecho de fa-

milia nacional y traza una línea divisoria meridianamente clara con el estatuto 
matrimonial.

La propia definición del AUC recalca que sus integrantes “comparten un 
hogar” y que tienen una “vida afectiva en común, de carácter estable y perma-
nente”, por lo tanto, estimo que la comunidad del AUC queda nítidamente 
ubicada en el ámbito de las relaciones de familia. El hecho de que entre los 
convivientes civiles exista un estado civil propio, que se reconozca un deber 
general de ayuda mutua entre ellos y que las cuestiones judiciales derivadas 
de ese Acuerdo, queden entregadas al conocimiento de los Tribunales de Fa-
milia, reafirman lo anterior. Por consiguiente, el punto de partida del régimen 
jurisprudencial chileno, surgido ante la necesidad de dar una respuesta patri-
monial a las convivencias extramatrimoniales, ha sido abandonado.
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En cuanto a la línea fronteriza entre el AUC y el matrimonio, el legis-
lador hizo su mejor esfuerzo. Así, estableció como impedimento absoluto 
para contraer el AUC la existencia de un vínculo matrimonial no disuelto con 
un tercero y, a su vez, agregó en la LMC como impedimento para contraer 
matrimonio el tener un AUC vigente. Sin embargo, dicho impedimento fue 
consagrado únicamente en términos relativos, pues los convivientes civiles sí 
pueden contraer matrimonio con su contraparte en el AUC. De allí que, con-
sistentemente, exista una causal de terminación del AUC de “matrimonio de 
los convivientes civiles entre sí, cuando proceda” (artículo 26 letra c).

El efecto extintivo reconocido al matrimonio respecto del AUC cuando los 
convivientes civiles lo contraen entre sí, no tiene correlato en el régimen ma-
trimonial. Es decir, un cónyuge no puede celebrar un AUC con un tercero 
–hasta ahí se mantiene la regla–, pero tampoco con su otro cónyuge, porque 
al AUC no se le reconoce la fuerza de una causal de terminación del matrimo-
nio. Esta diferencia denota una asimetría entre las dos figuras, una especie de 
preferencia legal en favor del matrimonio.

El reconocimiento en Chile de matrimonios homosexuales extranjeros en 
calidad de AUC (artículo 12 N°6 inciso 2°), la extensión de inhabilidades y 
prohibiciones relativas a los cónyuges, a los convivientes civiles (artículo 23), 
la remisión a la LMC para efectos de la terminación del AUC por muerte pre-
sunta (artículo 26 letra b), la repetición casi textual de derechos consagrados 
en favor de los cónyuges en la LMC, como la compensación económica, pero 
ahora en favor de los convivientes civiles (artículo 27), entre otras, muestran la 
similitud entre el fenómeno que subyace tanto al matrimonio como al AUC: 
parejas que conforman una comunidad de vida marcada por una relación 
afectiva-sexual, con rasgos de permanencia, singularidad y notoriedad públi-
ca. Con estas disposiciones, resulta casi imposible una delimitación más pre-
cisa entre sus respectivas normativas.

2.2 Destinatarios del AUC
La pregunta acerca de a qué uniones de hecho debía aplicarse el AUC, admitía 
varias respuestas: sólo a parejas heterosexuales, sólo a parejas homosexuales 
o a ambas. Considerando que nuestro Código Civil consagra el matrimonio 
heterosexual, la primera solución anotada habría supuesto que ambas figuras 
tuviesen exactamente el mismo ámbito de aplicación y, en cambio, la segunda 
habría implicado un distanciamiento en la medida que al AUC sólo podrían 
haber optado aquellas parejas que no pueden contraer matrimonio por ser 
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del mismo sexo. Después de largo debate, la decisión del legislador nacional 
acogió la tercera solución, de lo que resulta que una pareja heterosexual tiene 
actualmente dos vías para someter su unión al derecho: el matrimonio y el 
AUC. Por el contrario, una pareja homosexual sólo dispone del AUC.

Tal como lo he sostenido en otras oportunidades, creo que la solución 
jurídicamente más fina, en un sentido de coherencia técnica entre normas 
civiles, habría sido reservar el AUC para las parejas homosexuales11. El ma-
trimonio actual está completamente entregado a la ley civil en cuanto a sus 
efectos jurídicos. Por consiguiente, ninguna persona podría tener alguna ob-
jeción de conciencia basada en una creencia religiosa para no contraerlo. Por 
otra parte, la disolubilidad del matrimonio por divorcio permite que hoy las 
personas puedan terminar con un matrimonio que no las satisface. Entonces, 
considerando estas características del matrimonio, la existencia de una figura 
paralela a la LMC que pretende regular una misma situación de hecho y para 
los mismos destinatarios, parece innecesaria. Por el contrario, una regulación 
destinada únicamente a las parejas homosexuales se justificaría, precisamen-
te, porque, hasta ahora, no podían contraer matrimonio.

Sin perjuicio de lo anterior, y desde el punto de vista del principio de igual-
dad, el tratamiento conjunto para parejas tanto homosexuales como hetero-
sexuales puede presentar ventajas.

Cualquiera sea la postura que se hubiese adoptado en este punto, lo que 
resulta inaceptable es la omisión consciente del legislador de abarcar mate-
rias relativas a los hijos, cuando está regulando una institución de familia 
que crea estado civil. Resulta insuficiente hacer extensible a los convivientes 
civiles heterosexuales la presunción de paternidad reservada, hasta ahora, al 
marido (artículo 21). ¿Se justifica mantener la distinción binaria entre hijos 
de filiación matrimonial y no matrimonial cuando ahora existirán unos que 
nacen bajo un tipo de unión reconocida por el derecho pero distinta del ma-
trimonio? ¿Por qué los convivientes civiles de un AUC heterosexual no po-
drán adoptar en igualdad de condiciones con un matrimonio o, al menos, con 
preferencia ante una persona soltera que desee adoptar? ¿Cómo podría un 
conviviente civil que compartió la crianza de un hijo del otro, durante años, 
solicitar judicialmente un régimen de relación directa y regular con él? ¿Será 
considerado el conviviente civil como un tercero interesado, para efectos del 
ejercicio de acciones de filiación?

11	 Turner, Susan, “Uniones de hecho y su regulación legal”, en Guzmán Brito, Alejandro (coord.), Estu-
dios de Derecho Civil III, (LexisNexis) 2007, pp. 167-176.
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Pareciera que la imposibilidad del legislador de consensuar una postu-
ra respecto del acceso de los convivientes civiles homosexuales a la filiación 
adoptiva y asistida, privó al AUC de contar con normas que por la naturaleza 
de la unión le son propias, y le hizo perder consistencia, tanto interna como 
externa, con respecto al matrimonio.

2.3 Constitución y prueba del AUC
Todas las iniciativas que precedieron al AUC descansaban sobre la idea de 
que la solución para el problema de las uniones de hecho, caracterizadas por 
la falta de un estatuto legal que las abarque de manera integral, pasaba por 
consagrar una figura de base convencional formal12. Según dicha postura, la 
constitución de la unión supone la existencia de una formalidad de carácter 
convencional, sin la cual no existe la unión. No bastaría, entonces, el hecho 
de la convivencia afectiva, estable y permanente, sino que se requeriría cele-
brar una convención para darle existencia, más o menos formal, según los 
requisitos de forma que se previeran (escritura pública más inscripción en un 
registro especial, presencia de un ministro de fe e inscripción, sólo inscrip-
ción, etc).

Se trata del modelo empleado en el derecho matrimonial. El matrimonio 
es inexistente si no se celebra ante oficial del Registro Civil y es nulo absolu-
tamente si no cumple con la solemnidad de contar con dos testigos hábiles.

El AUC asume dicho modelo y lo hace a cabalidad. Además de destacar en 
la propia definición de que se trata de un contrato, exige ciertas formalidades: 
la presencia del oficial y la posterior inscripción del acta respectiva en un re-
gistro especial. Si bien no se especifica las consecuencias del incumplimiento 
de estas formalidades, pareciera que la idea es que constituyan verdaderos 
requisitos de existencia del acto, de tal manera que sin ellas el AUC no se lle-
gue a formar y no se pueda probar. Además, y en consideración a que se trata 
de una convención, se reconocen vicios del consentimiento que pueden llevar 
a su anulación y se establecen incapacidades especiales que impiden una vo-
luntad válida. Es decir, se trata de un régimen convencional clásico.

Sin embargo, al asumir ese modelo, el legislador nacional creó automáti-
camente, una unión de hecho residual: aquella que existe en la realidad, libre-
mente consentida por las partes, pero que al no revestir las formalidades lega-
les, no existe como AUC y por lo tanto, persiste como realidad extrajurídica.

12	 Varas, Juan Andrés, “Uniones de hecho y derecho sucesorio (libertad de testar para solteros sin hijos)”, 
en Revista de derecho (Valdivia), vol. XXIII n°2, 2010, p. 22.
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La otra posibilidad habría consistido en conferir a la mera convivencia 
afectiva extramatrimonial la fuerza de generar la unión de hecho, en la me-
dida que se cumplieran los requisitos de duración, notoriedad y estabilidad 
definidos por el legislador, posibilitando su prueba ex post, una vez que ella 
hubiese terminado por alguna razón. Sólo en ese momento el estatuto legal 
desplegaría sus mecanismos de protección, fundamentalmente patrimonia-
les, en favor de los que formaban la unión. El sistema operaría de manera 
semejante al régimen jurisprudencial chileno sobre uniones de hecho no ma-
trimoniales: una vez que este tipo de unión termina, normalmente por muer-
te de uno de sus miembros, la parte a la que se le pretenden desconocer sus 
derechos sobre el patrimonio común, acredita la existencia de la comunidad 
o sociedad de hecho.

De haber asumido este sistema, se habrían conseguido dos cosas: la deli-
mitación del AUC con respecto al matrimonio habría sido mucho más nítida 
y no habrían quedado vigentes las “verdaderas” uniones de hecho, que son 
las que se mantienen al margen del derecho mientras existen. Ellas seguirán 
enfrentando problemas patrimoniales sin tener una solución legal para abor-
darlos y no es tan claro que la jurisprudencia les siga aplicando el estatuto 
creado por ella misma para estos efectos, pues la base de ese estatuto que era 
la ausencia de normativa legal, desapareció con la vigencia del AUC.

Sin embargo, no habría sido posible asociar al AUC un estado civil pues no 
tendría sentido que éste se obtuviera para que produzca sus consecuencias de 
manera retroactiva, sin un estado civil propio, y se habría acentuado el estig-
ma de ser una figura menor en comparación al matrimonio.

2.4 El régimen de bienes del AUC
Adoptando el concepto del derecho matrimonial de “régimen de bienes” para 
aludir al estatuto jurídico que regla las relaciones pecuniarias de los cónyuges 
–en el caso, de los convivientes civiles– entre sí y con respecto a terceros, las 
alternativas del legislador eran variadas: consagrar dos o más regímenes entre 
los que los convivientes pudieren optar al momento de constituir el AUC, es-
tablecer un régimen supletorio que regiría a falta de pacto expreso o atribuirle 
al AUC un régimen determinado sin posibilidades de opción para las partes, 
entre otras variantes.

En este punto, el legislador tomó la misma alternativa del régimen matri-
monial: consagró un régimen de bienes para el AUC que rige en el silencio 
de los convivientes, pero en vez del régimen comunitario, como ocurre en el 
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matrimonio con la sociedad conyugal, eligió la separación total de bienes. Por 
lo tanto, si los convivientes civiles nada pactan al momento de la celebración 
del AUC, existirá entre ellos separación total de bienes. Por el contrario, si 
ellos manifiestan expresamente su voluntad de establecer una comunidad de 
bienes para su unión, entonces los bienes, muebles e inmuebles, que adquie-
ran durante el AUC les corresponderán pro indiviso, en partes iguales. Dicha 
comunidad se regirá por las normas del CC sobre cuasicontrato de comuni-
dad.

Me parece que en este aspecto, el legislador erró en su decisión. Se daba la 
coyuntura precisa para fortalecer el AUC en su coexistencia con el matrimo-
nio, dotándolo de una característica distintiva respecto de éste: es la voluntad 
de las partes la que constituye el AUC y ella la que lo configura dentro de las 
posibilidades legales. No corresponde que la ley actúe de manera supletoria 
de dicha voluntad. Esa habría sido, además, la opción más coherente a la luz 
de la mayoría de edad exigida a los convivientes civiles y al hecho de tener la 
plena administración de sus bienes.

Tomada la otra opción, la de prever un régimen supletorio legal, estimo 
que debió inclinarse por la comunidad en consideración a la naturaleza del 
contrato celebrado entre las partes. Tratándose de un contrato que supone 
una convivencia afectiva, estable y permanente, resulta lógico asociar a ella 
también una comunidad en los bienes que se adquieran durante su vigencia. 
Por otra parte, cuesta aunar la motivación de dotar a las parejas de hecho de 
un régimen legal para protegerlas patrimonialmente y la consagración de la 
separación de bienes como régimen supletorio legal. El surgimiento de un 
régimen jurisprudencial que permitiera a los convivientes participar en los 
bienes habidos durante la relación era prueba suficiente para tener claridad 
acerca de lo requerido para evitar consecuencias adversas para ellos al tér-
mino de la unión. Si la intención fue diferenciar en este punto al AUC del 
matrimonio, creo que no valía la pena poner allí los esfuerzos.

3. Conclusión

El AUC es consistente con la imagen de una figura legal fronteriza con el 
matrimonio debido a la similitud del objeto que pretende regular, salvo en 
la omisión de normas sobre filiación. No obstante, la línea divisoria entre 
ambos pierde nitidez en algunos puntos, como por ejemplo, en la forma de 
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constituirse y en la existencia de un régimen de bienes supletorio establecido 
por la ley. Por otra parte, el AUC no terminará con las convivencias de hecho 
en Chile, pues quedarán al margen las parejas –homosexuales o heterosexua-
les– que se mantengan fuera  del ordenamiento jurídico y los que por algún 
impedimento –normalmente, la existencia de un vínculo matrimonial no di-
suelto con un tercero– no puedan celebrar un AUC.


